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LIBERTAD ACADÉMICA Y LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN LOS INSTITUTOS EDUCATIVOS 
Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre el derecho a la educación

CONTRIBUCIÓN DE URUGUAY

1. Contexto general 
1. De acuerdo con la Ley General de Educación Nº 18.437 de 2008, el Sistema Nacional de Educación (SNE) es el conjunto de propuestas educativas integradas y articuladas para todos los habitantes a lo largo de toda la vida (art. 20). 
2. La estructura del SNE[footnoteRef:1] está dividida en educación formal (siendo aquella que, organizada en diferentes niveles o modalidades, constituye de manera unificada el sistema educativo que promueve el Estado con el objetivo de garantizar el desarrollo de competencias para la vida) y educación no formal (que comprende aquellas actividades, medios y ámbitos de educación que se desarrollan fuera de la educación formal y está sujeta al registro ante el Ministerio de Educación y Cultura).   [1:  Resumen del marco normativo y estructura del sistema educativo nacional https://infogram.com/uru-estructura-1h7z2l81dremg6o ] 

3. Dentro de la educación formal encontramos los siguientes niveles: educación inicial (3, 4 y 5 años de edad); educación primaria; educación media básica; educación media superior; educación terciaria no universitaria y; educación universitaria de grado y posgrado. Sin perjuicio de ello, de carácter no obligatorio, encontramos la educación en la primera infancia (0 a 3 años de edad).
4. El gobierno del Sistema está compuesto en cada nivel educativo por órganos con distinta naturaleza y diferentes responsabilidades y competencias, estos son: Ministerio de Educación y Cultura (MEC); Administración Nacional de Educación Pública (ANEP); Universidad de la República (UdelaR); Universidad Tecnológica (UTEC) y el Instituto del Niño y el Adolescente del Uruguay (INAU) [footnoteRef:2].  [2:  El INAU tiene a su cargo los centros públicos, centros públicos-privados (como los Centros de Atención a la Infancia y la Familia -CAIF) y los centros privados de educación en la primera infancia.] 

5. El MEC, en relación a las temáticas de educación nacional, tiene sus cometidos definidos en el art. 51 de la Ley General de Educación. En su mayoría, estos son de coordinación y articulación de las políticas educativas de acuerdo a los principios generales. 
6. La ANEP, por su parte, es un Ente Autónomo que regula la educación obligatoria (niveles primaria, media básica y media superior).  Es dirigido por un Consejo Directivo Central (CODICEN) e integrado por Direcciones Generales como órganos desconcentrados: Dirección General de Educación Inicial y 7. Primaria; Dirección General de Educación Secundaria; Dirección General de Educación Técnico Profesional y, además, un Consejo de Formación en Educación. 
8. La UdelaR y la UTEC son las dos universidades públicas del sistema educativo uruguayo, que sumadas a las Universidades e Institutos Universitarios privados constituyen la oferta de educación terciaria de carácter no obligatorio
2. Libertad de enseñanza, cátedra y/o opinión. Marco legal 

2.1. Constitución de la República Oriental de Uruguay:
9. Los artículos que consagran la educación como derecho a nivel constitucional y establecen sus principios tienen larga data en nuestro ordenamiento jurídico. Precisamente, la Constitución de 1934 “incluyó normas donde el Estado asumió un rol activo debiendo brindar apoyo económico o social” (Blengio, 2022, p. 78). En ese contexto se introducen los actuales artículos 68, 69, 70 y 71 de la Constitución vigente (1967). 
10. Art. 68:
“Queda garantida la libertad de enseñanza. 
La Ley reglamentará la intervención del Estado al solo objeto de mantener la higiene, la moralidad, la seguridad y el orden público. 
Todo padre o tutor tiene derecho a elegir, para la enseñanza de sus hijos o pupilos, los maestros o instituciones que desee”. 

11. En los arts. 69, 70 y 71 se consagran cuestiones como la obligatoriedad de la enseñanza y la gratuidad. 

2.2.  Legislación:
12. Ley N° 18437 “Ley General de Educación”:  en 2008 el parlamento uruguayo aprobó la Ley General de Educación, la cual ha tenido modificaciones posteriores a través de la ley 19889. Esta ley rige como marco normativo general para el sistema educativo uruguayo, estableciendo como interés general la promoción y el efectivo ejercicio del derecho a la educación. Establece sus principios rectores, órganos para su gobernanza con sus respectivas competencias, objetivos de para la formulación de las políticas educativas nacionales, entre otras cuestiones. 

13. Al respecto de la libertad de enseñanza y/o cátedra encontramos las siguientes disposiciones: 

14. Art. 10 (De la libertad de enseñanza): “La libertad de enseñanza estará garantizada en todo el territorio nacional y tal como lo establece el artículo 68 de la Constitución de la República, la intervención del Estado será "al sólo objeto de mantener la higiene, la moralidad, la seguridad y el orden público". Asimismo, promoverá la calidad y pertinencia de las propuestas educativas.”

15. Art. 11 (De la libertad de cátedra) en su redacción dada por el artículo 128 de la Ley N° 19.889: “El docente, en su condición de profesional, es libre de planificar sus cursos realizando una selección responsable, crítica y fundamentada de los temas y las actividades educativas, respetando los objetivos y contenidos de los planes y programas de estudio. Asimismo, los educandos tienen la libertad y el derecho a acceder a todas las fuentes de información y de cultura, y el docente el deber de ponerlas a su alcance, con un criterio de amplitud, ecuanimidad y balance de puntos de vista que permita a los educandos ejercer su libertad y formarse su propio juicio”. 

16. Art. 17 (De la laicidad): “El principio de laicidad asegurará el tratamiento integral y crítico de todos los temas en el ámbito de la educación pública, mediante el libre acceso a las fuentes de información y conocimiento que posibilite una toma de posición consciente de quien se educa. Se garantizará la pluralidad de opiniones y la confrontación racional y democrática de saberes y creencias”.

17. Ley N° 12549 de 1958 “Ley Orgánica de la Universidad de la República (UdelaR)”: sin perjuicio de la ya mencionada Ley General de Educación, existe normativa específica aplicable a determinadas instituciones y/o subsistemas. La Ley Orgánica de la UdelaR regula específicamente la gobernanza y organización de dicha institución de educación pública terciaria universitaria. Al respecto establece: 

18. Art. 3 (Libertad de opinión): “La libertad de cátedra es un derecho inherente a los miembros del personal docente de la Universidad. Se reconoce asimismo a los órdenes universitarios, y personalmente a cada uno de sus integrantes, el derecho a la más amplia libertad de opinión y crítica en todos los temas, incluso aquéllos que hayan sido objeto de pronunciamientos expresos
por las autoridades universitarias”.

19. Ley N° 19.043 de 2012 por la cual se crea la Universidad Tecnológica del Uruguay /UTEC): establece otra institución de educación pública universitaria y regula específicamente su funcionamiento. 

20. Art. 2, literal G (Fines): “Contribuir al estudio de los problemas de interés general y propender a su comprensión pública; defender los principios de justicia, libertad, bienestar social, los derechos de la persona humana y la forma democrático-republicana de gobierno”.

2.3. Decretos:

21. Siguiendo los distintos niveles del ordenamiento jurídico uruguayo, también mediante decreto del Poder Ejecutivo encontramos normativa relevante, a saber: 

22. Decreto N° 104/014 “Relativo Al Sistema De Enseñanza Terciaria Privada”:

Art. 1: “Se considera enseñanza terciaria la que, suponiendo por su contenido que sus estudiantes hayan aprobado la educación media superior en instituciones públicas o privadas habilitadas, en el país o en el extranjero, o tengan formaciones equivalentes, profundiza y amplía la formación en alguna rama del conocimiento.
Está garantizada la libertad de la enseñanza terciaria, conforme a lo dispuesto por el artículo 68 de la Constitución de la República.
En todas las instituciones de enseñanza terciaria se atenderá especialmente la formación del carácter moral y cívico de los alumnos (Constitución, artículo 71).”





3. Autonomía de las instituciones educativas. 

23. La Constitución de la República en su sección XI Art. 185 y subsiguientes regula a los Entes Autónomos, estos son entidades de derecho público con mayor grado de descentralización administrativa. Allí se reconoce su autonomía técnica y/o funcional y se establecen los contralores e intercambios que mantienen con estos los demás poderes del Estado. 

24. En el ámbito de la educación, el Art. 202 de la Constitución establece:
“La Enseñanza Pública Superior, Secundaria, Primaria, Normal, Industrial y Artística, serán regidas por uno o más Consejos Directivos Autónomos. 
Los demás servicios docentes del Estado, también estarán a cargo de Consejos Directivos Autónomos, cuando la ley lo determine por dos tercios de votos del total de componentes de cada Cámara.
    Los Entes de Enseñanza Pública serán oídos, con fines de asesoramiento, en la elaboración de las leyes relativas a sus servicios, por las Comisiones Parlamentarias. Cada Cámara podrá fijar plazos para que aquéllos se expidan.
    La ley dispondrá la coordinación de la enseñanza.” 

25. El Art. 203 establece: 
“Los Consejos Directivos de los servicios docentes serán designados o electos en la forma que establezca la ley sancionada por la mayoría absoluta de votos del total de componentes de cada Cámara.
    El Consejo Directivo de la Universidad de la República será designado por los órganos que la integran, y los Consejos de sus órganos serán electos por docentes, estudiantes y egresados, conforme a lo que establezca la ley sancionada por la mayoría determinada en el inciso
anterior.” 

26. Se deja a la ley posteriormente aprobada con mayorías especiales la especificación de los cometidos y atribuciones de estos Consejos Directivos. En ese sentido, la Ley General de Educación (18.437) contiene las disposiciones aplicables a la educación primaria y secundaria (así como otras disposiciones generales que comprenden todos los niveles educativos) y la Ley Orgánica de la Universidad de la República (12.549) contiene las disposiciones relativas a la organización autónoma y cogobernada de la UdelaR. 

27. Según el Art. 46 de la Ley N° 18.437 “La enseñanza pública estará regida por Consejos Directivos Autónomos de conformidad con la Constitución de la República y la Ley, que en aplicación de su autonomía tendrán la potestad de dictar su normativa, respetando la especialización del ente.”

28. En cuanto al MEC se destaca que este tiene sus cometidos en relación a la educación pública explícitamente establecidos en el art 51 de la Ley, los cuales en su mayoría son de articulación, coordinación, elaboración de políticas y principios generales. 

29. Le corresponde a la ANEP, como Ente Autónomo con personería jurídica, “elaborar, instrumentar y desarrollar las políticas educativas que correspondan a los niveles de educación que el ente imparta” (Art. 53 lit. A), “garantizar la educación en los diferentes niveles y modalidades educativas de su competencia a todos los habitantes del país” (Art. 53 lit. B) y “asegurar el cumplimiento de los principios y orientaciones generales de la educación” (Art. 53 lit. C). 
La ANEP por su parte está compuesta por “el Consejo Directivo Central, la Dirección General de Educación Inicial y Primaria, la Dirección General de Educación Secundaria, la Dirección General de Educación Técnico Profesional y el Consejo de Formación en Educación.” (Art. 54). 

30. En el ámbito de la educación pública terciaria universitaria, la Ley N° 12.549 crea la UdelaR como Ente Autónomo con personería jurídica (Art. 1) y establece en su Art. 5 que “se desenvolverá en todos los aspectos de su actividad, con la más amplia autonomía.”

31. Siguiendo en el ámbito terciario universitario, la Ley N° 19.043 crea la Universidad Tecnológica (UTEC) otorgándole personería jurídica y funcionamiento de Ente Autónomo, siéndole aplicable lo dispuesto por la Constitución de la República y la Ley N° 18.437, por lo que la autonomía está implícitamente consagrada. 

32. Son Entes Autónomos, en definitiva, con autonomía técnica y funcional según la Constitución de la República y las Leyes correspondientes la ANEP, UdelaR y UTEC. 

4. Financiación 

33. El presupuesto del gobierno constituye la principal fuente de financiación del sector público de la educación. La normativa que regula y dispone sobre el financiamiento de la política educativa es la Ley General de Educación. Este se aprueba mediante el Parlamento Nacional y está sujeto a la supervisión de las instituciones de control estatal y a la normativa correspondiente, que incluye al Tribunal de Cuentas y al Texto Ordenado de la Contabilidad y la Administración Financiera del Estado.

34. La ejecución del gasto público en educación recae principalmente en la ANEP (67,4%) y la UdelaR (16,7%)[footnoteRef:3]. Otras instituciones y servicios educativos que ejecutan el 15% del presupuesto educativo: Entre ellos: el Ministerio de Defensa y el Ministerio del Interior (recursos destinados a la educación militar y policial); el INAU (con destino a la atención a la primera infancia); el Plan Ceibal (el centro de innovación educativa con tecnologías digitales del Estado uruguayo), recursos asignados a la ciencia y tecnología a través del Programa de Desarrollo de las Ciencias Básicas (PEDECIBA), el Instituto Pasteur y la Agencia Nacional de Investigación e Innovación (ANII), entre otros. [3:  Fuente: Panorama del Gasto Público en educación 2021 https://www.gub.uy/ministerio-educacion-cultura/datos-y-estadisticas/estadisticas/panorama-del-gasto-publico-educacion-2021
] 


35. Los recursos privados destinados a la educación provienen en su mayoría de los pagos realizados por las familias a instituciones privadas. El gasto educativo privado es más significativo en la educación media en comparación con otros niveles.

36. En relación con la utilización y transparencia de los recursos de los Entes Autónomos, el Artículo 190 establece los fines para los cuales pueden ser utilizados, indicando que "no podrán realizar negocios extraños al giro que preceptivamente les asignen las leyes, ni disponer de sus recursos para fines ajenos a sus actividades normales." Por su parte, el Artículo 191 establece que los Entes "publicarán periódicamente estados que reflejen claramente su vida financiera. La ley fijará la norma y el número anual de los mismos, y todos deberán llevar la visación del Tribunal de Cuentas."

5.  Normas y reglamentos protegen la libertad académica 

37. La protección de la libertad académica frente a interferencias de agentes comerciales y patrocinadores financieros se basa en una combinación de normas y principios éticos. 

38. Además de las que se mencionadas anteriormente en este informe[footnoteRef:4], añadimos, en el caso de la UdelaR, el Art. 2 de la Ley Orgánica que establece explícitamente que su fin es: [4:  Ley N° 18437 “Ley General de Educación, Ley N° 12549 de 1958 “Ley Orgánica de la Universidad de la República, Ley N° 19.043 de 2012 por la cual se crea la Universidad Tecnológica del Uruguay.] 


 “contribuir al estudio de los problemas de interés general y propender a su comprensión pública”. Asimismo, preceptúa entre sus fines: “defender los valores morales, los principios de justicia, libertad, bienestar social, los derechos de la persona humana y la forma democrático-republicana de gobierno” 

39. En referencia a los principios éticos mencionamos las siguientes normas institucionales: 
Estatuto del Personal Docente de la Udelar[footnoteRef:5] exige para la nominación del docente, la posesión de idoneidad moral:  Art. 6º. “Para ocupar un cargo docente se requiere capacidad probada e idoneidad moral.” [5:  Estatuto del Personal Docente de 1968 de la Universidad de la República de Uruguay. https://dgjuridica.udelar.edu.uy/01-estatuto-del-personal-docente/ ] 


40. En la misma línea, en el Estatuto del Funcionario Docente de la UTEC[footnoteRef:6] establece que el docente deberá poseer): “Marcada inclinación por los fines y valores de la UTEC, frente a la construcción de conocimiento, a las demandas de la formación personal y profesional de los estudiantes y a los requerimientos propios de una convivencia democrática, plural y tolerante.” (Art. 1, literal c) [6:  Estatuto del Funcionario Docente de la UTEC, aprobado por Acta N°38/014 del 13 de noviembre de 2014 y modificado por Resolución del CDCp de fecha 07 de agosto de 2018. https://utec.edu.uy/es/sobre-utec/documentos-de-interes/estatutos/
] 


41. Por su parte, el Estatuto del personal docente de la ANEP establece en el Art. 1, entre los requisitos para ser funcionario docente:  
“c) No tener antecedentes penales ni morales que inhabiliten para la función docente.
d) Mantener una conducta acorde con los fines del Organismo y las obligaciones del cargo.”


6. Libertad de expresión de maestros y profesores 

42. La libertad de expresión, libertad de opinión o libertad de cátedra (según corresponda) está consagrada en las normativas aplicables que han sido mencionadas supra. Sin perjuicio de ello, y en el marco de esa libertad, el ejercicio de la misma debe realizarse siguiendo criterios de ecuanimidad. 

43. Al respecto, el art. 11 de la Ley General de Educación establece: “El docente, en su condición de profesional, es libre de planificar sus cursos realizando una selección responsable, crítica y fundamentada de los temas y las actividades educativas, respetando los objetivos y contenidos de los planes y programas de estudio. Asimismo, los educandos tienen la libertad y el derecho a acceder a todas las fuentes de información y de cultura, y el docente el deber de ponerlas a su alcance, con un criterio de amplitud, ecuanimidad y balance de puntos de vista que permita a los educandos ejercer su libertad y formarse su propio juicio”. 

44. En cuanto las cuestiones religiosas y políticas, las mismas deben tratarse respetando lo dispuesto acerca de la laicidad en la educación, siendo este un principio rector de la misma. En ese sentido, el art. 17 de la Ley General de Educación establece: “El principio de laicidad asegurará el tratamiento integral y crítico de todos los temas en el ámbito de la educación pública, mediante el libre acceso a las fuentes de información y conocimiento que posibilite una toma de posición consciente de quien se educa. Se garantizará la pluralidad de opiniones y la confrontación racional y democrática de saberes y creencias.”



Montevideo, 02 de febrero de 2024
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